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I. Regulación legal (Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre de 1956)

Los trámites esenciales contenidos en la Ley Jurisdiccional de 1956 ( RCL 1956, 1890 y NDL 18435) son los que seguidamente se exponen. 

1) Firme la sentencia, se comunica en el plazo de 10 días al órgano correspondiente para que la llevase a puro y debido efecto, adopte las resoluciones que procedan y practique lo que exija el cumplimiento de las declaraciones contenidas en el fallo ( art. 104 ). 

2) La Administración debe acusar recibo en 10 días; y en el plazo de 2 meses adoptar una de estas 3 resoluciones:

a) ejecución del fallo, tomando las medidas necesarias para ello.

b) suspensión del cumplimiento, total o parcial del mismo.

c) inejecución en absoluto, total o parcial del mismo fallo.

3) Si en el plazo de 2 meses antes mencionados no se adoptare alguna de las medidas previstas en el propio artículo 105.1 , sin perjuicio de la responsabilidad a que ello dé lugar, se ejecutará la sentencia en la forma y término que en el fallo se consignen, bajo la personal y directa responsabilidad de los Agentes de la Administración. 

4) La suspensión o inejecución sólo la puede acordar el Consejo de Ministros, con carácter extraordinario, fundándose en alguna de las siguientes causas:

a) Peligro de trastorno grave del orden público.

b) Temor fundado de guerra con otra potencia si hubiera de cumplirse la sentencia.

c) Quebranto en la integridad del territorio nacional.

d) Detrimento grave de la Hacienda Pública, si bien en este caso, cuando el fallo condene a la Administración al pago de cantidad, el Consejo de Ministros podrá fijar, previo dictamen del Consejo de Estado, la modalidad de pago que dé cumplimiento al fallo en la forma que sea menos gravosa para el Tesoro público, lo que comunicará al tribunal para que oídas las partes, resuelva en definitiva sobre el modo de ejecutar la sentencia.

5) En caso de suspensión o inejecución, total o parcial de la sentencia, se señalará la suma que deba satisfacerse al interesado como resarcimiento de los daños e indemnización de los perjuicios resultantes del aplazamiento o la inejecución, si no fuese posible atender en otra forma a la eficacia de lo resuelto por la sentencia ( art. 106 
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LJCA [ RCL 1956, 1890 y NDL 18435] ). 

6) No podrá suspenderse ni declararse inejecutable una sentencia por causa de imposibilidad material o legal de ejecutarla; si este caso se presentare, dentro del plazo de los 2 meses antes señalado, se someterá al tribunal para que con audiencia de las partes se acuerde la forma de llevar a efecto el fallo ( art. 107 
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LJCA [ RCL 1956, 1890 y NDL 18435] ). No obstante, si la sentencia no pudiera ser objeto de cumplimiento pleno fijará el tribunal la indemnización que sea procedente en la parte en que aquélla no lo sea ( art. 18.2 
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LOPJ [ RCL 1985, 1578, 2635 y ApNDL 8375] ). Podemos distinguir dos causas de imposibilidad legal: la primera es la sobrevenida, cuando la cosa se hace inevitable por intervención de tercero de buena fe (por ejemplo la entrega de acciones que habían sido adjudicadas en un proceso ejecutivo -Auto 25-9-1985-, o que en el edificio afectado de demolición hubiera varias viviendas transmitidas a título oneroso, a terceros de buena fe ( ATS 11-4-1990 [ RJ 1990, 3639] ); la segunda tiene lugar cuando se reproduce la norma para dar nueva cobertura al acto anulado. 

7) Sólo por causa de utilidad pública o interés social, declarada por el Gobierno, podrán expropiarse los derechos reconocidos frente a la Administración pública en una sentencia firme, antes de su ejecución. En este caso, el Tribunal a quien corresponda la ejecución será el único competente para señalar por vía incidental la correspondiente indemnización ( art. 18.2 
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LOPJ [ RCL 1985, 1578, 2635 y ApNDL 8375] ). 

8) Cuando la Administración sea condenada al pago de cantidad líquida, deberá acordarlo y verificarlo en la forma y dentro de los límites que permitan los presupuestos y determinen las disposiciones referentes al pago de las obligaciones y deudas del Estado, de la Provincia y del Municipio ( art. 108 
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LJCA [ RCL 1956, 1890 y NDL 18435] ) y si para verificar el pago fuese preciso un crédito, suplemento de crédito o presupuesto extraordinario, se iniciará su tramitación dentro del mes siguiente al día de la notificación de la sentencia, sin que pueda interrumpirse por ningún concepto. 

El artículo 44 de la LGP ( RCL 1977, 48 y ApNDL 122) dispone que la Autoridad administrativa encargada del cumplimiento acordará el pago en la forma y con los límites del respectivo presupuesto; y si para el pago fuere necesario un crédito extraordinario o un suplemento de crédito, deberá solicitarse de las Cortes uno u otro dentro de los tres meses siguientes al día de la notificación de la resolución judicial. 

También el artículo 154 de la LHL ( RCL 1988, 2607 y RCL 1989, 1851) dispone que el cumplimiento de las resoluciones judiciales que determinen obligaciones a cargo de las Entidades locales o de sus Organismos autónomos, corresponderá exclusivamente a las mismas, sin perjuicio de las facultades de suspensión o inejecución de sentencias previstas en las leyes. La Autoridad administrativa encargada de la ejecución acordará el pago en la forma y con los límites del respectivo presupuesto. Si para el pago fuera necesario un crédito extraordinario o un suplemento de crédito, deberá solicitarse del Pleno uno u otro dentro de los tres meses siguientes al día de la notificación de la resolución judicial. 

El artículo 22 de la Ley regional 3/1990, de 5 abril ( RCL 1990, 1475 y LRM 1990, 46) , de Hacienda de la Región de Murcia, contiene una regulación parecida, debiendo solicitarse el crédito extraordinario o suplemento de crédito de la Asamblea General, dentro de los tres meses siguientes al día de la notificación de la resolución. Si el pago de las obligaciones no se hiciere efectivo dentro de los tres meses siguientes al día de la notificación de la resolución judicial habrá de abonarse el interés señalado en el artículo 19 sobre la cantidad debida, desde que el acreedor reclame por escrito el cumplimiento de la obligación artículo 23 . 

Además de lo dicho, el artículo 921 
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LECiv prevé que cuando la Administración no pagare al acreedor dentro de los tres meses siguientes al día de la notificación de la resolución judicial o del reconocimiento de la obligación, habrá de abonarle el interés señalado en el artículo 36 párrafo 2 
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LGP ( RCL 1977, 48 y ApNDL 122) (el interés legal del dinero vigente el día del vencimiento de lo adeudado) sobre la cantidad debida, desde que el acreedor reclame por escrito el cumplimiento de la obligación ( art. 45 
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LGP [ RCL 1977, 48 y ApNDL 122] ). Sin embargo, para las Haciendas públicas distintas de la estatal, rige el artículo 921 
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LECiv en su amplitud, y en consecuencia, los intereses devengados serán los legales incrementados en dos puntos. 

9) Si transcurriesen seis meses desde la fecha de recepción del testimonio de la sentencia o desde la fijación de la indemnización, sin que se hubiese ejecutado aquélla o satisfecho ésta, el Tribunal, con audiencia de las partes, adoptará las medidas que considere procedentes para el cumplimiento de lo mandado. En este caso compete al Tribunal decidir cuáles son estas medidas, correspondiendo exclusivamente al mismo «hacer ejecutar lo juzgado» de acuerdo con las leyes ( art. 117.3 
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CE [ RCL 1978, 2836 y ApNDL 2875] ) y requerir las colaboraciones que estime precisas ( art. 118 
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CE [ RCL 1978, 2836 y ApNDL 2875] ); el Juez puede aplicar las medidas previstas en la LECiv, de aplicación supletoria, entre las cuales puede ordenar que se haga lo mandado a costa del obligado ( art. 924 
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LECiv ), y requerir a tal efecto la colaboración que estime oportuna de otros entes públicos o personas privadas, en especial del Estado en su sentido integral (que comprende las Comunidades Autónomas) ( STC 67/1984, de 7 de junio [ RTC 1984, 67] ). 

10) Mientras no conste la total ejecución de la sentencia o la efectividad de las indemnizaciones señaladas, el tribunal adoptará, a instancia de las partes interesadas, cuantas medidas sean adecuadas para promoverla y activarla.

11) La infracción de lo preceptuado en la LJCA ( RCL 1956, 1890 y NDL 18435) sobre ejecución de sentencias además de generar la correspondiente responsabilidad civil y criminal ( art. 109 
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LJCA [ RCL 1956, 1890 y NDL 18435] ), se entenderá como desobediencia punible ( art. 109 
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LJCA [ RCL 1956, 1890 y NDL 18435] ), debiendo deducirse el tanto de culpa que correspondiere por delito de desobediencia, para su remisión al tribunal competente ( art. 110.3 
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LJCA [ RCL 1956, 1890 y NDL 18435] ). El delito se tipifica en el actual artículo 410 del CP (10/1995, de 23 de noviembre [ RCL 1995, 3170 y RCL 1996, 777]) que castiga a la autoridad o funcionario que se negare abiertamente a dar el debido cumplimiento a las resoluciones judiciales, incurriendo en multa de 3 a 12 meses e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de 6 meses a dos años. 

II. Consideraciones generales

A Cumplimiento en sus propios términos

Resumiendo la exposición doctrinal más concreta y específica sobre el tema exponemos unas breves consideraciones sobre la normativa reseñada.

El artículo 18.2 
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LOPJ ( RCL 1985, 1578, 2635 y ApNDL 8375) , como consecuencia del artículo 24.1 y 17.3 
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CE ( RCL 1978, 2836 y ApNDL 2875) establece que «las sentencias se ejecutarán en sus propios términos». 

El artículo 105.1 
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LJCA ( RCL 1956, 1890 y NDL 18435) no da opción a la Administración para inejecutar o suspender total o parcialmente, pues por el artículo 118 
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CE ( RCL 1978, 2836 y ApNDL 2875) está obligada a cumplir las sentencias, y de acuerdo con su contenido dispositivo; si no lo hiciese, el Tribunal deberá ejercer las atribuciones previstas en los artículos 105.6 y 110.2 
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LJCA ( RCL 1956, 1890 y NDL 18435) , sobre la Administración para que ésta cumplimente la sentencia, con prioridad a su directa intervención desplazando a la Administración. 

Sólo se podrá acudir inicialmente a soluciones sustitutorias en casos de imposibilidad material o legal, o, en su caso, en la ejecución de la sentencia.

Es competencia del Tribunal valorar si existe la alegada imposibilidad, o si concurre alguno de los supuestos del artículo 105.2 se origina una incidencia procesal para cuantificar la indemnización en procedimiento adecuado, que es el incidental regulado en el artículo 749 
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LECiv con la debida contradicción, en el que se dicte una resolución que estime existentes las causas motivadoras de la indemnización sustitutoria; de resolverse en sentido favorable a la indemnización, debe ser concretada por el procedimiento previsto en los artículos 928 y ss. LECiv . 

La sentencia que reconozca situaciones jurídicas determinadas, exige cumplimiento para su restablecimiento, conforme al artículo 84 b) 
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LJCA ( RCL 1956, 1890 y NDL 18435) , de acuerdo con las múltiples modalidades resultantes de la variada actividad administrativa, cuando se refiera a conductas distintas a entregas dinerarias; y si la condena fuera al pago de alguna cantidad, debe diferenciarse entre la líquida, y las necesidades de una liquidación previa, según las bases fijadas en la resolución o para justiprecios, así como la tributaria resultante de las bases fijadas, previa anulación de la liquidación practicada. Todas estas actividades, aunque materialmente sean ejecutadas por la Administración forman parte de la ejecución de la sentencia, y compete al Tribunal resolver los incidentes derivados de cuantificación, o cualquiera otros relacionados con las liquidaciones ( TORRES Y LÓPEZ DE LA CALLE). 

B Modalidades de cumplimiento en función del fallo

1) La Sentencia es desestimatoria de la pretensión contra el acto o la disposición. Normalmente ninguna dificultad presentará, pues el acto estará ejecutado si no se ha suspendido; y si lo estuviere la Administración procederá a la ejecución forzosa; pero si la paralización o la desidia de la Administración fueran la causa de la inejecución, el interesado podrá instar su ejecución de ella o directamente del Tribunal, como medida propia de la ejecución forzosa. A este efecto, el artículo 105.5 
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LJCA( RCL 1956, 1890 y NDL 18435) dispone que no podrán suspenderse ni dejar de ejecutarse las sentencias confirmatorias de actos o disposiciones de la Administración, salvo las dictadas sobre recursos interpuestos por la misma contra sus actos declarados lesivos. 

2) Si la sentencia declara la nulidad de una disposición general, se tendrá a ésta como si nunca hubiera existido; aunque los actos firmes administrativos, resultantes de su aplicación, anteriores a la declaración de nulidad, subsistirán; y aquellos que fueron dictados después serán declarados nulos en el proceso de ejecución.

3) La Sentencia estimatoria de la pretensión de anulación de un acto obligará al órgano administrativo a adoptar todas las medidas para que desaparezcan las consecuencias; de modo que si la anulación hubiera sido provocada por existir algún vicio de procedimiento, debe procederse a la reposición en el trámite inmediatamente anterior, dejando de producir efecto al acto anulado; y si se dieran autorizaciones para actividades, órdenes para efectuar actos, o se hubiera dado lugar a determinadas actuaciones administrativas, se procederá al derribo, restablecimiento o restitución, según los casos.

4) La sentencia que reconozca situaciones jurídicas determinadas, exige cumplimiento para su restablecimiento, conforme al artículo 84 b) 
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LJCA ( RCL 1956, 1890 y NDL 18435) , de acuerdo con las múltiples modalidades resultantes de la variada actividad administrativa, cuando se refiera a conductas distintas a entregas dinerarias; y si la condena fuera al pago de alguna cantidad, debe diferenciarse entre la líquida, y las necesidades de una liquidación previa, según las bases fijadas en la resolución o para justiprecios, así como la tributaria resultantes de las bases fijadas, previa anulación de la liquidación practicada. Todas estas actividades, aunque materialmente sean ejecutadas por la Administración forman parte de la ejecución de la sentencia, y compete al Tribunal resolver los incidentes derivados de cuantificación, o cualquiera de otros relacionados con las liquidaciones. 

C Irregularidades en el cumplimiento

Son poco frecuentes las resistencias y desobediencias frontales de la Administración al cumplimiento de las sentencias.

La pasividad es la más frecuente de las actividades obstruccionistas de la Administración; en ocasiones el Tribunal Supremo ha invocado el principio de la buena para evitar que la Administración tergiverse la finalidad del fallo.

Otro de los procedimientos de la Administración, preferentemente de la Local, para obstaculizar la ejecución, es dictar nuevas disposiciones normativas, en el ámbito de la declarada nula, previa la dilación del cumplimiento, que facilite el tiempo necesario para su elaboración; podrán ser reproducción, reiteración o desarrollo de la anulada, y por tanto, con un contenido normativo sustancialmente idéntico.

D Actuaciones y medidas de posible adopción por el Tribunal sentenciador

Se recogen sustancialmente en la STC 167/1987, de 28 octubre ( RTC 1987, 167) y la doctrina ( MUÑOZ MACHADO) las ha resumido de la siguiente manera: 

1) Los tribunales deben adoptar todas las medidas precisas para que la Administración colabore en el cumplimiento inmediato de las sentencias.

2) Cuando la Administración dicta un nuevo acto que deja sin efecto o sin posibilidad de ser cumplido lo fallado por el Tribunal no es necesario abrir un nuevo proceso contencioso sobre el nuevo acto.

3) Estas cuestiones nuevas que inciden en lo fallado en el proceso pueden plantearse al Tribunal sentenciador en el incidente de ejecución de sentencias y requerirle en el mismo para las anule.

4) Ante la inejecución administrativa caben las siguientes posibilidades:

lograr el pago de una cantidad y sus intereses.

ejecutar «in natura» por terceros a costa de la condenada.

utilizar medios indirectos; entre ellos: deducción de testimonio para instrucción de expediente al funcionario culpable de negligencia; deducir el tanto de culpa, dictar resolución señalando el contenido literal que deba tener el acto administrativo de ejecución; y anular los actos administrativos dictados en ejecución, que infrinjan lo dispuesto en las sentencias ( GABALDÓN LÓPEZ). 

La jurisprudencia viene entendiendo que los actos administrativos dictados en ejecución de sentencias no son impugnables en un nuevo proceso (ATS 21-6-1977 y 9-4-1981), pudiendo plantearse y resolverse en el trámite de ejecución las cuestiones relativas a una ejecución fraudulenta o simulada del fallo judicial, si ello supone un incumplimiento efectivo de la sentencia, no debiendo recargarse al afectado con el ejercicio de nuevas acciones o recursos para obtener la satisfacción completa de sus derechos e intereses reconocidos en sentencia firme ( STC 125/1987, de 15 de julio [ RTC 1987, 125] ). 

III. Doctrina del Tribunal Constitucional en materia de ejecución de sentencias

A Derecho fundamental a un proceso público sin dilaciones indebidas

El derecho a un proceso público sin dilaciones indebidas se vulnera cuando las medidas de ejecución se adoptan por el órgano judicial con tardanza excesiva e irrazonable, al margen de su eficacia objetiva ( STC 14-11-1994 [ RTC 1994, 298] ). 

B Derecho fundamental a la igualdad ante la ley

a Intereses de demora en ejecución de sentencias (art. 921 LECiv)

La sedicente desigualdad contemplada en el precepto para la Hacienda Pública en el cumplimiento de las resoluciones judiciales discriminando el tratamiento respecto de los intereses procesales, tiene su fundamento en el principio de legalidad presupuestaria y contabilidad pública a la que está sometida su actuación ( STC 22-6-1993 Pleno [ RTC 1993, 206] ). 

La Ley General Presupuestaria ( RCL 1977, 48 y ApNDL 122) ( art. 36 ), a la cual reenvía la de Enjuiciamiento Civil ( art. 921 ), eximen a la Hacienda Pública del pago de los llamados intereses procesales, en el exceso sobre el tipo normal del interés de demora, solución que fue hallada constitucional por la STC 206/1993( RTC 1993, 206 ( STC 18-4-1996 Pleno [ RTC 1996, 69] ). 

b Clases de intereses: intereses indemnizatorios y procesales

Conforme al artículo 45 
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LGP ( RCL 1977, 48 y ApNDL 122) «Si la Administración no pagara al acreedor de la Hacienda Pública dentro de los tres meses siguientes al día de la notificación de la resolución judicial o del reconocimiento de la obligación, habrá de abonarle el interés señalado en el ( artículo 36, párrafo 2 de esta Ley, sobre la cantidad debida, desde que el acreedor reclame por escrito el cumplimiento de la obligación». 

Aquí se manejan dos situaciones distintas que originan otras tantas clases de intereses. Una, comprende el que, con carácter indemnizatorio, compensa la mora o retraso en el pago, como complemento de una prestación de dar una cantidad de dinero ( art. 1100 
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CC [ RCL 1889, 27] ) y su devengo se produce, con o sin sentencia, cuando se perfecciona la obligación que los origina. Otra, el llamado interés procesal, que, con una finalidad disuasoria y en cierto modo represiva, pretende conseguir la pronta ejecución de las sentencias donde ser reconoce una deuda, en este caso de las Administraciones Públicas. El sistema configurado respecto de los de carácter indemnizatorio para pago a los acreedores de la Hacienda Pública exige, como presupuesto formal la existencia de una interpelación por escrito, judicial o extrajudicial, con un plazo de gracia de tres meses para que se produzca la mora ( STC 18-4-1996 Pleno [ RTC 1996, 69] ). 

c Cómputo de los intereses

Los intereses de demora en ejecución de sentencia ( art. 45 
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LGP [ RCL 1977, 48 y ApNDL 122] ) deben computarse desde la resolución judicial dictada en primera instancia ( STC 18-4-1996 Pleno [ RTC 1996, 69] ). 

C Derecho fundamental a obtener la tutela efectiva de jueces y tribunales

a Alcance del derecho a la ejecución de las resoluciones judiciales firmes

El derecho a la tutela efectiva es derecho fundamental conectado con el valor de la Justicia que constituye uno de los principios cardinales del Estado de Derecho; sirve de protección y acceso a los Tribunales; tiene su cauce en el proceso y comporta la exigencia de una respuesta judicial «ad hoc», favorable o desfavorable, pero congruente con el planteamiento contradictorio, ya que la tutela alcanza a todos los litigantes con intereses encontrados y no sólo a uno de ellos ( STC 93/1993 [ RTC 1993, 93] y 22-6-1993 [ RTC 1993, 206] Pleno). 

Exige que los órganos judiciales adopten con la intensidad necesaria las medidas, que han de estar legalmente previstas, conducentes a dicha ejecución, muy particularmente en aquellos supuestos en los que es un ente público el que la obstaculiza ( STC 14-11-1994 [ RTC 1994, 298] Sala 1ª). 

El derecho fundamental a la tutela judicial efectiva -art. 24 
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CE ( RCL 1978, 2836 y ApNDL 2875) - comprende que el fallo de las sentencias se cumpla, pues lo contrario sería convertir las decisiones judiciales y el reconocimiento de los derechos que ellas comportan en meras declaraciones de intenciones ( STS 12-9-1995 [ RTC 1995, 6693] y ATS 25-6-1996 [ RTC 1996, 5488] ). 

b Contenido de la ejecución

El derecho a la ejecución de sentencias en sus propios términos forma parte del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva ( SSTC 148/1989 [ RTC 1989, 148] , 152/1990 [ RTC 1990, 152] y 18-7-1994 [ RTC 1994, 219] ); es decir, se trata de un derecho fundamental al cumplimiento de los mandatos que la sentencia contiene, la realización de los derechos reconocidos en la misma o a la imposición incluso forzosa del cumplimiento de las obligaciones en las que condena ( STC 18-7-1994 [ RTC 1994, 219] ). 

El derecho a la ejecución de las resoluciones firmes no se satisface con una mera declaración judicial sino que necesita que su realización llegue hasta el cumplimiento forzoso, si fuere preciso, de los pronunciamientos legales; es necesario que el ganador del pleito consiga el pleno restablecimiento de su derecho hasta la «restitutio in integrum», que comprenda la compensación por el daño sufrido ( STC 32/1982 [ RTC 1982, 32] y STC 22-6-1993 [ RTC 1993, 206] Pleno). 

c Incidente de ejecución. Alcance:

No permite resolver cuestiones que no hayan sido abordadas ni decididas en el fallo o con las que éste no guarde una inmediata o directa relación de causalidad, pues, de otro modo, no sólo se vulnerarían las normas legales que regulan la ejecución sino que podría resultar menoscabado, asimismo, el derecho a la tutela judicial efectiva de las otras partes procesales o terceros ( STC 18-7-1994 [ RTC 1994, 219] ). 

d Interés de demora:

1 Fin:

Consiste en indemnizar al acreedor impagado el lucro cesante, dando lo que hubiese podido obtener en circunstancias normales de la cantidad líquida que se le adeuda, al margen de la eventual actualización monetaria para restablecer la depreciación permanente, que tiene otros mecanismos como las cláusulas de estabilización contractuales o las previsiones legales al respecto, en función de un punto de referencia dado (tales como el patrón oro, el índice del coste de la vida, etc.), no tratándose de conservar el valor nominal consignado en la resolución judicial, sino de indemnizar al acreedor impagado el lucro cesante ( STC 22-6-1993 [ RTC 1993, 206] ). 

2 Función:

El Código Civil les dota de una función indemnizatoria de los daños y perjuicios que pueden ser imputables a la demora en el cumplimiento de una prestación obligacional consistente en una cantidad de dinero ( art. 1108 ). El mismo carácter les ha asignado, en el ámbito de la Hacienda Pública, la doctrina legal del Tribunal Supremo. Tal indemnización, a salvo de pacto en contrario (principio de autonomía de la voluntad) o de disposición específica (principio de legalidad) ha venido siendo el interés legal del dinero... dejado ahora el tipo flotante, indeterminado pero determinable, con la pretensión de aproximarlo al tipo real en el mercado de capitales ( STC 18-4-1996 Pleno [ RTC 1996, 69] ). 

La Hacienda Pública está obligada a pagar el interés de demora con su función indemnizatoria, siendo tales intereses exigencia material de la justicia, principio rector de nuestro estado de Derecho, debiendo ser rechazada de plano la posibilidad de que el ciudadano, cuando trate con las Administraciones Públicas y sea su acreedor, resulte peor tratado por no conseguir la íntegra compensación de un derecho de crédito reconocido judicialmente. El tal aspecto, una vez perfeccionada la relación jurídica cualesquiera que fueren su naturaleza pública o privada y su origen o fuente, la autonomía de la voluntad o la ley e incluso aunque fuere el reflejo final del ejercicio de una potestad como la tributaria o sancionadora, la Hacienda es ya uno de sus sujetos activo o pasivo, sin una posición preeminente ni prerrogativa exorbitante alguna, como sucede con el procedimiento para el pago, sometido a los principios de legalidad presupuestaria y de contabilidad pública. No hay razón constitucionalmente relevante para justificar un distinto trato en el devengo del interés de demora, según la posición que ocupe la Hacienda Pública y sólo por ella ( STC 23/1997 [ RTC 1997, 23] y 15-9-1997 [ RTC 1997, 141] Sala 2ª). 

3 Intereses procesales

a') Son calificados como sancionadores o punitivos por la Jurisprudencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Civil) en una acepción más metafórica que rigurosa de la expresión. Se produce así la coexistencia de un tipo porcentual con finalidad indemnizatoria, el «interés legal del dinero», y otra disuasoria, el recargo. Podría mejor hablarse de medidas de fomento de la ejecución de sentencias con un signo negativo y un contenido económico, con el fin de poner coto a la masificación de asuntos en los órganos judiciales por un uso abusivo del proceso, desviándolo de su fin institucional, con el correlativo beneficio económico del deudor moroso y el simétrico empobrecimiento del acreedor que ha ganado el pleito. Se trataría de desalentar el abuso del derecho a la tutela judicial ( STC 22-6-1993 Pleno [ RTC 1993, 206] ). 

b') Pago de intereses legales por la Comunidad Autónoma.

Se plantea si en este caso el pago de tales intereses comprende o no, el incremento de los dos puntos determinado en el artículo 921.4 de la LECiv ). 

Desde el 4-7-1984, en que entró en vigor la Ley 24/1984, de 29 de junio ( RCL 1984, 1752 y ApNDL 8138) , el «quantum» porcentual del interés legal del dinero es el básico del Banco de España determinado anualmente en los respectivos Presupuestos Generales del Estado. Esa cifra incrementada en dos puntos, del modo expresado en el artículo 921.4º de la LECiv es la norma general, que comprende, a cualquier supuesto de condena a pago de cantidad líquida, independientemente de la persona, física o jurídica, pública o privada, condenada al pago, tal como ratifica el propio párrafo quinto del precepto indicado, al referirse a «todo tipo de resoluciones judiciales de cualquier orden jurisdiccional», no obstante lo cual, en el propio párrafo quinto, se indica la única excepción contenida en las «especialidades previstas para la Hacienda Pública por la LGP ( RCL 1977, 48 y ApNDL 122) . 

La única excepción, pues, respecto al abono del plus de los dos puntos sobre el interés legal, la constituye la Hacienda Pública y solamente ella, sin que en dicho concepto estén comprendidas, a estos efectos, ni las Entidades u Organismos Locales ni las Comunidades Autónomas, puesto que la Hacienda Pública es una institución distinta de las diversas Haciendas Locales o de las Comunidades Autónomas, como lo pone de relieve el TRLGP ( RDley 1091/1988, de 23 de septiembre [ RCL 1988, 1966 y 2287] ) al establecer que la Hacienda Pública, a los efectos de esta Ley, está constituida por el conjunto de derechos y obligaciones de contenido económico cuya titularidad corresponda al Estado o a sus Organismos Autónomos. La Sala ha sostenido ( STS 5-2-1990 [ RJ 1990, 854] y 3-4-1993 [ RJ 1993, 2713] ) que la excepción del artículo 921.5º de la LECiv únicamente es aplicable en el supuesto de estar obligadas al pago la Administración Pública estatal o dependencias u organismos integrados en la Hacienda Publica, como establece ese párrafo, habiendo ratificado tal doctrina las SS. de 17-7-1993 ( RJ 1993, 5514) , 11-2-1995 ( RJ 1995, 2061) y 18-4-1995 ( RJ 1995, 3407) , al reconocer el incremento de los dos puntos sobre el interés legal, como viene establecido en el citado precepto del artículo 921.4 , cuando los obligados a su pago, lo fueron respectivamente, el Principado de Asturias y la Generalidad de Cataluña ( STS 3-2-1996 [ RJ 1996, 889] ). 

4 Ingresos indebidos

La Administración tributaria y el contribuyente no se encuentran en la misma situación como si de una relación jurídica privada se tratara, pues esa pretendida igualdad resulta desmentida por el artículo 31.1 de la CE ( RCL 1978, 2836 y ApNDL 2875) , que al configurar el deber tributario como deber constitucional, está autorizando al legislador, para que, dentro de un sistema tributario justo, adopte las medidas que sean eficaces y atribuya a la Administración las potestades que sean necesarias para exigir y lograr el exacto cumplimiento de sus obligaciones fiscales por parte de los contribuyentes, potestades que por esencia sitúan a la Administración como «potentior» persona en una situación de superioridad sobre los contribuyentes ( STC 76/1990 [ RTC 1990, 76] ). Pero esa doctrina, aplicable a los intereses procesales (a que se refiere el art. 921 
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LECiv ), no lo es en cambio cuando el pago de intereses responde a la nulidad de una retención indebida declarada judicialmente con la consiguiente condena a su devolución. En este caso, la tutela judicial efectiva requiere que el fallo conduzca al restablecimiento pleno del derecho del actor hasta la «restitutio in integrum», cuya función cumplen los intereses de demora ( SSTC 206/1993 [ RTC 1993, 206] , 69/1996 [ RTC 1996, 69] , 23/1997 [ RTC 1997, 23] y 15-9-1997 [ RTC 1997, 141] Sala Segunda). 

e Naturaleza

El derecho a la ejecución de sentencias es un derecho fundamental de carácter subjetivo incorporado al artículo 24.1 

 HYPERLINK "javascript:enlaza('RCL 1978\\2836','.','.')"
CE ( RCL 1978, 2836 y ApNDL 2875) y que los propios Tribunales no pueden apartarse sin causa justificada de lo previsto en el fallo de la sentencia que debe ejecutarse ( SSTC 32/1982 [ RTC 1982, 32] , 118/1986 [ RTC 1986, 118] , 148/1989 [ RTC 1989, 148] , 16/1991 [ RTC 1991, 16] , 18-7-1994[ RTC 1994, 230] ); al ser un derecho de configuración legal, le corresponde al legislador el desarrollo y regulación de su ejercicio, el cual deberá respetar su contenido esencial ( STC 14-11-1994 [ RTC 1994, 298] Sala 1ª). 

f Satisfacción

Se satisface el derecho cuando el órgano judicial adopta las medidas oportunas para llevar a efecto la ejecución con independencia de la celeridad temporal en la que las dicten ( STC 28/1986 [ RTC 1986, 28] y STC 14-11-1994 [ RTC 1994, 298] Sala 1ª). 

g Resumen de la doctrina del Tribunal Constitucional

Con ÁLVAREZ LINERA Y URÍA podemos destacar el siguiente cuerpo de doctrina que ha venido sentando el TC en materia de ejecución de sentencias: 

1) Se vulnera el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, consagrado en el artículo 24.1 de la CE ( RCL 1978, 2836 y ApNDL 2875) por la inejecución de las sentencias. 

2) El cumplimiento del fallo de las sentencias del orden contencioso administrativo forma parte del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva.

3) De resultar imposible la ejecución del fallo en sus propios términos puede sustituirse el contenido del fallo por una satisfacción equivalente, correspondiendo al propio Tribunal determinar la forma y contenido del cumplimiento subsidiario.

4) La titularidad de la potestad de ejecución corresponde, exclusivamente a los Órganos jurisdiccionales, constituyendo la ejecución de sentencia además un derecho y una obligación.

5) Los tribunales deben adoptar todas las medidas posibles y legítimas para hacer efectiva la ejecución y para impedir la «desobediencia disimulada».

6) La Administración, en materia de ejecución de sentencia, más que la atribución de una potestad tiene que soportar la carga de cumplir lo decidido en la misma, prestando además la colaboración requerida al respecto por el órgano jurisdiccional.

7) Todas las Administraciones están obligadas a prestar su colaboración al órgano ejecutante cuando se les requiera, para ejecutar la sentencia.

8) De incumplir la Administración su obligación de ejecutar una sentencia, se adoptarán por el Tribunal las medidas pertinentes, previa audiencia de las partes, incluida la ejecución a costa de la propia Administración.

9) El incumplimiento de la obligación de ejecutar una sentencia por parte de la Administración, confiere al Tribunal la facultad de deducir el tanto de culpa, para depurar las responsabilidades penales por el delito de desobediencia.

IV. Doctrina del Tribunal Supremo sobre ejecución de sentencias

A Principio de ejecución den las sentencias en sus propios términos

El principio de inalterabilidad de las resoluciones judiciales firmes y el de seguridad jurídica -art. 9.3 
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CE ( RCL 1978, 2836 y ApNDL 2875) - garantizan, además, que las resoluciones judiciales firmes no serán alteradas o modificadas al margen de los cauces legales previstos, tales como «verbigracia» los supuestos de los artículos 105.2 y 107 de la LJCA ( RCL 1956, 1890 y NDL 18435) . 

Los principios de exclusividad jurisdiccional -art. 117.3 de la Constitución ( RCL 1978, 2836 y ApNDL 2875) - y el de obligatoriedad de cumplimiento de las sentencias y resoluciones firmes de los órganos judiciales exigen una interpretación de los artículos 103 y siguientes de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa ( RCL 1956, 1890 y NDL 18435) en el sentido de que no atribuyen potestad alguna a la Administración para la ejecución de las sentencias en el ámbito contencioso-administrativo, lo que corresponde a los Tribunales de este orden jurisdiccional, sino que confieren una simple función: la del cumplimiento de lo ordenado por el Tribunal competente en el seno del proceso de ejecución de ello ( ATS 25-6-1996 [ RJ 1996, 5488] ). 

B Ejecución provisional

Tanto en la LECiv como en la LJCA se regula expresamente la ejecutabilidad de las sentencias no firmes susceptibles de recurso de casación, ello sin perjuicio de que las normas de la LECiv sólo son aplicables en materia contencioso-administrativa con carácter supletorio, es decir en defecto de norma específica por la que no pueda invocarse como infringido un precepto de la Ley Procesal Civil que regula una materia que goza de regulación específica en la LJCA ( RCL 1956, 1890 y NDL 18435) , en su artículo 98 ( STS 14-6-1996 [ RJ 1996, 4815] ). 

Para acordar la ejecución de oficio es preciso que la sentencia sea firme ( STS 14-6-1996 [ RJ 1996, 4815] ). 

La Sala de instancia puede acordar la ejecución de la sentencia impugnada en casación exclusivamente cuando lo solicite el interesado y previa exigencia de caución suficiente para responder de cuanto obtuviese si después se declarase procedente la casación ( STS 14-6-1996 [ RJ 1996, 4815] ). Sólo mediante resolución motivada cabe acceder o denegar la ejecución pedida, en la que se fije la caución precisa al fin expresado ( STS 19-6-1997 [ RJ 1997, 5447] ). 

Como la sentencia que se manda ejecutar es susceptible de casación, la resolución que así lo dispone también lo es cuando la preparación de la casación se funda en que el Tribunal se ha excedido o extralimitado en el ejercicio de su potestad, otorgada por los citados artículos 98 de la LJCA ( RCL 1956, 1890 y NDL 18435) y 1722 de la LECiv , para ejecutar una sentencia frente a la que se ha deducido recurso de casación, en consecuencia, y conforme a lo dispuesto en el artículo 1722 de la LECiv , era requisito necesario que la Sala hubiera exigido fianza o aval bancario suficientes para responder de cuanto hubiera obtenido si se deduce procedente la casación y en todo caso, para acordar la suspensión conforme a lo dispuesto en el artículo 385 de la LECiv , aplicable también en la casación, es preciso que la ejecución no produzca perjuicios irreparables, lo cual exige una comparación razonable entre el interés privado del que parte la ejecución y el interés público que debe contemplar la Administración de Justicia y lo que no le está permitido al juzgador, es acordar la ejecución sin sopesar en debida forma las ventajas o inconvenientes de la ejecución, so pretexto de que el artículo 98.1 autoriza tal ejecución... conforme establece el artículo 385 
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LECiv , «a sensu contrario», que no son susceptibles de ejecución provisional las sentencias cuando el Juez estime que el perjuicio que pudiera irrogarle con su ejecución fuese irreparable, que sería lo que podría ocurrir en el caso presente si se autoriza el ejercicio de la profesión....no preparada para ello ( STS 19-6-1997 [ RJ 1997, 5447] ). 

Cabe recurso de casación contra las resoluciones que acuerdan la ejecución provisional de las sentencias recurridas en casación, considerando comprendido dicho recurso en los supuestos previstos en el artículo 94.1 c) de la LJCA ( RCL 1956, 1890 y NDL 18435) . Por otro lado si pueden acceder a la casación las resoluciones que al ejecutar una sentencia puedan contradecirla, con mayor razón deben entenderse recurribles, por dicho motivo, las resoluciones que deciden sobre la ejecución misma de sentencias no firmes que están pendientes de casación y, por tanto, sin ejecutoria en el sentido estricto, aunque no único, a que aluden los artículos 245.4 
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LOPJ ( RCL 1985, 1578, 2635 y ApNDL 8375) y 369 

 HYPERLINK "javascript:enlaza('LEG 1881\\1','.','.')"
LECiv ( ATS 24-9-1996 [ RJ 1996, 6791] ). 

C Inejecución de sentencias por causa de imposibilidad legal de ejecutarla

El artículo 107 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa ( RCL 1956, 1890 y NDL 18435) permite declarar inejecutable una sentencia por causa de «imposibilidad legal de ejecutarla», y una de las causas de imposibilidad es, el cambio de planeamiento derivado del «ius variandi» urbanístico de la Administración, que impide la ejecución de la sentencia, por haber devenido ilegal la pretensión de la actora como consecuencia del cambio de planeamiento (es claro que no puede redactarse un Plan Parcial sobre un suelo no urbanizable), un cambio, por cierto, no iniciado por el Ayuntamiento a la vista de la sentencia, sino comenzado ya antes de que el actor hiciera su petición inicial. 

Declarar inejecutables las sentencias en ciertos casos por imposibilidad legal de ejecución en razón del posterior cambio de planeamiento urbanístico ha sido admitida por esta Sala en S. 30-11-1996 ( RJ 1996, 8444) , con base no sólo en el artículo 107 de la LJCA ( RCL 1956, 1890 y NDL 18435) sino también en el artículo 18.2 de la LOPJ ( 1-7-1985 [ RCL 1985, 1578, 2635 y ApNDL 8375]) ( STS 22-1-1997 [ RJ 1997, 290] ). 

D Intereses

a Requerimiento de pago

Forma en que ha de entenderse la exigencia de reclamación previa en los supuestos en que la obligación venga reconocida por resolución judicial: la reclamación judicial que da lugar a la sentencia equivale a la «interpellatio» y no es preciso reclamar lo que es o debe ser el cumplimiento de una decisión judicial, tal y como establecen los preceptos de la LOPJ ( RCL 1985, 1578, 2635 y ApNDL 8375) , lo que reitera la doctrina ya establecida en Auto de 2-7-1984 ( RJ 1984, 4014) en el que se establecía que el requerimiento de pago efectuado ante el Tribunal en ejecución de sentencia es válido, ya que tal petición ha de interpretarse como petición de cumplimiento de la obligación a que se contrae el artículo 45 de la LGP ( RCL 1977, 48 y ApNDL 122) . 

b Devengo:

El plazo de 6 meses establecido en el artículo 110.2 de la LJCA ( RCL 1956, 1890 y NDL 18435) no puede considerarse como un plazo durante el cual no puede efectuarse la reclamación de intereses de la cantidad a cuyo abono hubiese sido condenada la Administración, ya que ello implicaría tanto como sostener que si la Administración ejecuta la sentencia antes de transcurrido el citado plazo de 6 meses no vendrá obligada al abono de intereses, lo que entraría en clara contradicción con el artículo 45 de la LGP ( RCL 1977, 48 y ApNDL 122) . Por otro lado, el plazo de 6 meses en cuestión no existe duda que juega sólo a efectos de determinar el momento en que el Tribunal sentenciador puede, con la excepción de los supuestos del artículo 105 de la LJCA ( RCL 1956, 1890 y NDL 18435) , adoptar las medidas necesarias para el cumplimiento de lo mandado, lo que no es óbice para que con anterioridad al vencimiento de aquél adopte, a instancia de las partes, tal y como previene el artículo 110.1 de la Ley Rituaria ( RCL 1956, 1890 y NDL 18435) , cuantas medidas sean adecuadas para promover y activar la ejecución de la sentencia y por tanto el abono de las cantidades fijadas y sus correspondientes intereses si hubiese transcurrido el plazo de tres meses del artículo 45 
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LGP ( RCL 1977, 48 y ApNDL 122) ( STS 16-9-1996 [ RJ 1996, 6440] ). 

c Procedencia o no del abono de intereses

A la vista del mandato del artículo 45 
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LGP ( RCL 1977, 48 y ApNDL 122) , no deja lugar a dudas sobre la procedencia del pago de intereses ( STS 16-9-1996 [ RJ 1996, 6440] ). 

d Fecha desde que deben ser abonados los intereses: «dies a quo» y «dies ad quem»

El «dies ad quem» será aquel en que efectivamente se abone el principal objeto de condena en la sentencia que se ejecuta; el «dies ad quem» será el de la fecha de la sentencia, y ello porque el beneficio del artículo 45 
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LGP ( RCL 1977, 48 y ApNDL 122) no puede ser interpretado sino en el sentido de que si la Administración paga en el plazo de tres meses siguientes a la notificación de la resolución judicial no vendrá obligada al abono de intereses, pero si no lo hace así sí vendrá obligada a tal abono desde la fecha de la resolución judicial de que se trate, ya que ésta es la única interpretación conforme con el principio de igualdad proclamado por el artículo 14 de la CE ( RCL 1978, 2836 y ApNDL 2875) ( STS 16-9-1996 [ RJ 1996, 6440] ). 

E Resoluciones susceptibles de recurso

El recurso de casación contra autos recaídos en ejecución de sentencia, en el ámbito del orden jurisdiccional contencioso-administrativo, solamente puede fundarse en los dos motivos que establece el apartado c) del artículo 94.1 de la LJCA ( RCL 1956, 1890 y NDL 18435) ; resolver cuestiones no decididas, directa o indirectamente, en la sentencia que se ejecuta o contradecir lo ejecutoriado ( STS 9-6-1997 [ RJ 1997, 5137] ). 

F Recurso de queja

El recurrente en queja alega que una vez abierto el incidente de ejecución de sentencia, éste había de terminar por sentencia estimatoria o desestimatoria y que resolviera todas las cuestiones planteadas, lo que en nada obsta, pues por un lado terminó por auto que era la resolución procedente y por otro adecuadamente no entró en la resolución de las cuestiones planteadas, que eran ajenas a la cuestión resuelta por la sentencia ( ATS 10-9-1997 [ RJ 1997, 6421] ). 

V. Ejecución de sentencias en la Ley 29/1998, de 13 julio (BOE 14 julio) (arts. 103 a 113)

A Comunicación a la Administración y plazo de cumplimiento (art. 104)

Firme la sentencia, se comunica en el plazo de 10 días al órgano que hubiera dictado el acto impugnado.

Acusa recibo de la comunicación en 10 días.

Debe llevar a puro y debido efecto la sentencia, practicando lo que exige el cumplimiento de las declaraciones contenidas en el fallo.

En el mismo plazo debe indicar el órgano responsable del cumplimiento del fallo.

Las partes y cualquier persona afectada podrá instar la ejecución, transcurridos dos meses a partir de la comunicación de la sentencia o el plazo que fije ésta para emitir un acto o practicar una actuación jurídicamente obligatoria [ art. 71.1 c) ]. 

Cabe fijar un plazo inferior para el cumplimiento, atendiendo a la naturaleza de lo reclamado y a la efectividad de la sentencia, cuando el cumplimiento en el plazo indicado sea ineficaz o cause grave perjuicio.

B Suspensión e inejecución (art. 105)

a) Regla general:

No podrá suspenderse el cumplimiento ni declararse la inejecución total o parcial del fallo.

b) Si concurren causas de imposibilidad material o legal de ejecutar una sentencia:

1) El órgano obligado a cumplirla lo manifiesta a la autoridad judicial.

2) Se oye a las partes y a quien se considere interesado.

3) El Juez o Tribunal:

aprecia la concurrencia de dichas causas.

adopta las medidas necesarias que asegure la mayor efectividad.

y fija la indemnización procedente por la parte en que no ha podido ser objeto de cumplimiento.

C Expropiación de los derechos o intereses legítimos reconocidos frente a la Administración en una sentencia firme (art. 105.3)

Está prevista tal expropiación pero para ello:

a) Ha de existir causa de utilidad pública o interés social, siendo tales:

1) peligro cierto de alteración grave del libre ejercicio de los derechos y libertades de los ciudadanos.

2) temor fundado de guerra.

3) quebranto de la integridad del territorio nacional.

b) La declaración de que concurren tales causas la puede hacer:

el Gobierno

el Consejo de Gobierno de las Comunidades Autónomas (cuando los actos o disposiciones que alteren el libre ejercicio de los derechos y libertades provengan de un órgano de la Comunidad Autónoma, de los entes locales o entidad de Derecho público de uno u otro).

c) Plazo para declarar la causa de utilidad pública o interés social: dentro de los dos meses desde la comunicación de la sentencia.

d) Fijación de la indemnización por el Juez o Tribunal por el trámite de los incidentes.

D Modalidades de la ejecución (art. 106)

a) Condena al pago de cantidad líquida:

El órgano condenado acuerda el pago con cargo al crédito correspondiente de su presupuesto que tendrá siempre la consideración de ampliable.

Si se necesita realizar una modificación presupuestaria, el procedimiento deberá concluirse dentro de los 3 meses siguientes al día de la notificación de la resolución judicial.

Se añadirá el interés legal del dinero calculado desde la fecha de notificación de la sentencia dictada en única o primera instancia.

Transcurridos 3 meses desde la notificación de la sentencia al órgano que deba cumplirla, se podrá instar la ejecución forzosa, pudiendo el juez incrementar en dos puntos el interés legal a devengar, siempre que aprecie la falta de diligencia en el cumplimiento.

De estimar la Administración que el cumplimiento de la sentencia provoca trastorno grave a su Hacienda propone razonadamente el cumplimiento de la forma menos gravosa de cumplimiento que acordará el Juez.

Puede solicitarse por cualquiera de las partes la compensación con créditos que la Administración ostente contra el recurrente.

Todo lo anterior (menos la compensación es aplicable a la ejecución provisional de la sentencia.

b) Condena a realizar una determinada actividad o a dictar un acto; en caso de incumplimiento, el Juez puede:

1) Ejecutar la sentencia a través de sus propios medios o requiriendo la colaboración de las autoridades y Agentes de la Administración condenada o de otras Administraciones.

2) Adoptar las medidas necesarias para el que fallo adquiera eficacia; entre ellas la ejecución subsidiaria con cargo a la Administración condenada.

3) De contravenir la Administración el fallo, a instancia de los interesados, el Juez puede reponer la situación al estado exigido por el fallo, determinando los daños y perjuicios.

c) Condena declarativa, anulando total o parcialmente el acto impugnado.

A instancia de parte, el Juez ordena:

1) la inscripción del fallo en los registros públicos que procedan.

2) publicación en periódicos oficiales o privados, a costa de la ejecutada.

3) si se anula una disposición o acto que afecte a pluralidad indeterminada, se publicará el fallo en el diario oficial en 10 días desde la firmeza de la sentencia.

E Procedimiento incidental (art. 109)

a Objeto

Se puede promover mientras la ejecución esté en trámite, por cualquiera de las partes o personas afectadas, para sin contrariar el contenido del fallo, resolver las cuestiones que se planteen; especialmente las siguientes:

1) Organo administrativo que ha de responsabilizarse de realizar las actuaciones.

2) Plazo máximo para su cumplimiento, en atención a las circunstancias que concurran.

3) Medios con que ha de llevarse a efecto y procedimiento a seguir.

b Procedimiento

Traslado del escrito a las partes para que en el plazo común no superior a 20 días, formulen alegaciones.

Se dicta auto en 10 días decidiendo la cuestión planteada.

F Extensión de los efectos de la sentencia (art. 110)

Constituye novedad la posibilidad de extender los efectos de una sentencia firme en materia de personal y en materia tributaria a personas distintas de las partes que se encuentran en situación idéntica; ello puede ahorrar la reiteración de múltiples procesos innecesarios contra los llamados actos en masa.

Es posible la extensión de los efectos de una sentencia firme que hubiera reconocido una situación jurídica individualizada en favor de una o varias personas a otras, en materia tributaria y de personal al servicio de la Administración Pública. Para ello es preciso que concurran las siguientes circunstancias:

1) Que los interesados se encuentren en idéntica situación jurídica que los favorecidos por el fallo.

2) Competencia territorial del juez sentenciador, para conocer de las pretensiones de reconocimiento de la situación jurídica individualizada.

3) Solicitud de la extensión en el plazo de un año desde la última notificación de la sentencia a quienes fueron parte en el proceso en el plazo de un año.

4) La solicitud se dirige a la Administración demandada.

5) En caso de denegación expresa o tácita por silencio de 3 meses, se puede acudir al Juzgado o Tribunal de la ejecución en el plazo de 2 meses.

6) Debe acreditarse documentalmente la identidad de situaciones.

7) Se sigue por el trámite de los incidentes pero sin vista.

8) El Juez recaba de la Administración las actuaciones (expediente), poniéndolas de manifiesto a las partes por plazo común de tres días.

9) Resolución por auto en el que no podrá reconocerse una situación jurídica distinta a la definida en la sentencia firme de que se trate.

10) El auto es desestimatorio:

cuando exista cosa juzgada.

cuando la doctrina que se contiene en la sentencia fuere contraria a la jurisprudencia o a la doctrina sentada por los TSJ en el recurso para unificación de doctrina.

11) Suspensión de la resolución del incidente: cuando exista un recurso de revisión o de casación en interés de la ley.

G Pluralidad de recursos con idéntico objeto (art. 111)

Según el artículo 37 puede el juez no acordar su acumulación y tramitar uno o varios con carácter preferente, previa audiencia de las partes, suspendiendo el curso de los demás hasta que se dicte sentencia en los primeros. Los efectos de la sentencia puede ser extendida a todos ellos, o pueden desistir. 

Los afectados por la suspensión pueden pedir al Juez que extienda a su favor los efectos de la sentencia o sentencias firmes recaídas en los recursos resueltos, siguiéndose el trámite incidental previsto para la extensión de efectos en el artículo 110 antes visto.

H Ejecución del acuerdo conciliatorio

Cuando las partes lleguen a un acuerdo conciliatorio, que implique la desaparición de la controversia, se dictará auto declarando terminado el procedimiento, siempre que el acuerdo no fuera manifiestamente contrario al ordenamiento jurídico ni lesivo al interés público o de terceros ( art. 77.3 ). 

El plazo para cumplimiento de lo acordado puede estar o no fijado en el propio acuerdo; si lo está y se incumple, transcurrido el plazo fijado se puede instar la ejecución forzosa por cualquiera de las partes; si no lo está, el perjudicado puede requerir el cumplimiento a la otra parte y transcurridos dos meses podrá proceder a instar su ejecución ( art. 113 ). 

I Actos dictados para eludir el cumplimiento de las sentencias

Serán nulos de pleno derecho los actos y disposiciones contrarios a los pronunciamientos de las sentencias que se dicten con la finalidad de eludir su cumplimiento.

El órgano judicial declarará, a instancia de parte, la nulidad de los actos y disposiciones dictados para eludir el cumplimiento por los trámites del incidente previsto en el artículo 109.2 y 3 , salvo que careciese de competencia para ello conforme a lo dispuesto en la ley ( art. 103.4 y 5 ). 

J Medidas para lograr la efectividad (art. 112)

Transcurridos los plazos para el total cumplimiento del fallo el juez, previa audiencia de las partes adoptará las medidas necesarias para lograr la efectividad de lo mandado, singularmente podrá:

1) Imponer multas coercitivas de 25.000 a 250.000 ptas. a las autoridades, funcionarios o agentes que incumplan los requerimientos del Juzgado.

2) Reiterar estas multas hasta la completa ejecución del fallo judicial, sin perjuicio de las responsabilidades patrimoniales a que hubiera lugar. La multa puede ser reiterada cada veinte días, hasta el cumplimiento de lo requerido ( art. 48.7 ). 

3) De no poderse individualizar la autoridad o empleado responsable, la Administración será la responsable del pago de la multa, sin perjuicio de que se repercuta contra el responsable.

4) Las multas pueden hacerse efectivas por vía judicial de apremio.

5) Deducir el oportuno testimonio de particulares para exigir la responsabilidad penal que pudiera corresponder.

K Ejecución provisional de la sentencia apelada

La interposición de un recurso de apelación no impedirá la ejecución provisional de la sentencia recurrida.

Las partes favorecidas por la sentencia podrán instar su ejecución provisional. Cuando de ésta pudieran derivarse perjuicios de cualquier naturaleza, podrán acordarse las medidas que sean adecuadas para evitar o paliar dichos perjuicios. Igualmente podrá exigirse la prestación de caución o garantía para responder de aquéllos. En este caso no podrá llevarse a cabo la ejecución provisional hasta que la caución o la medida acordada esté constituida y acreditada en autos ( artículo 84.1 ). 

La constitución de la caución se ajustará a lo establecido en el artículo 133.2 ( art. 84.2 ). 

No se acordará la ejecución provisional cuando la misma sea susceptible de producir situaciones irreversibles o perjuicios de imposible reparación ( art. 84.3 ). 

Previa audiencia de las demás partes por plazo común de tres días, el Juez resolverá sobre la ejecución provisional en el término de los cinco días siguientes ( art. 84.4 ). 

Cuando quien inste la ejecución provisional sea una Administración pública, quedará exenta de la prestación de caución ( art. 84.5 ). 

L Ejecución provisional de la sentencia recurrida en casación (art. 91)

La preparación del recurso de casación no impedirá la ejecución provisional de la sentencia recurrida.

Las partes favorecidas por la sentencia podrán instar su ejecución provisional. Cuando de ésta pudieran derivarse perjuicios de cualquier naturaleza, podrán acordarse las medidas que sean adecuadas para evitar o paliar dichos perjuicios. Igualmente podrá exigirse la presentación de caución o garantía para responder de aquéllos. No podrá llevarse a efecto la ejecución provisional hasta que la caución o la medida acordada esté constituida y acreditada en autos.

La constitución de la caución se ajustará a lo establecido en el artículo 133.2 . 

La ejecución provisional se denegará cuando pueda crear situaciones irreversibles o causar perjuicios de difícil reparación.

La Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional o del Tribunal Superior de Justicia, cuando tenga por preparado un recurso de casación, dejará testimonio bastante de los autos y de la resolución recurrida a los efectos previstos en este artículo.
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